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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

I. Introducción  

Comparece la parte recurrente, Rafael Vázquez 

González y solicita la revocación de una resolución 

emitida por el Departamento de Asuntos del Consumidor, 

en adelante DACo. Mediante el referido dictamen 

administrativo, el DACo denegó una querella presentada 

por el recurrente en contra de en contra de PVH Motor 

Corp. h/n/c Auto Grupo 65, en adelante Auto Grupo 65, 

FCA Caribbean LLC y FCA USA LLC, en conjunto la parte 

recurrida. 

Veamos la procedencia del recurso promovido.  

II. Relación de Hechos  

El 25 de enero de 2018, la parte recurrente 

presentó una querella ante el DACo en contra de la 

parte recurrida. En la misma, alegó que su vehículo, 

vendido por Auto Grupo 65, presentaba desperfectos 
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mecánicos y la arrugación de la piel del panel de 

instrumentación o “dash”. 

El alegado desperfecto mecánico ocurría mientras 

el vehículo transitaba por la vía pública, lo cual 

afectaba su funcionamiento y seguridad. De igual 

forma, la parte recurrente adujo que el reemplazo del 

panel de instrumentación tenía costuras de color 

blanco, diferentes a las costuras de color marrón 

originales, y se rehusó a aceptar que se instalaran. 

La parte recurrente arguyó, además, que Auto Grupo 65 

se había negado a autorizar el préstamo de un vehículo 

sustituto, a pesar de que las reparaciones tomarían 

más de cinco (5) días y la garantía de su vehículo 

estaba vigente.  

Luego de varios incidentes procesales, el 19 de 

marzo de 2018, el DACo notificó que el vehículo de 

motor sería inspeccionado. Una vez realizada la 

inspección, y luego de otros incidentes procesales, 

incluyendo la presentación de varias mociones por las 

partes, el DACo celebró una vista administrativa los 

días 12 de marzo y 8 de mayo de 2019. En esta vista, 

las partes presentaron la prueba que entendieron 

pertinente para sustentar sus alegaciones.  

Posteriormente, el 16 de diciembre de 2019, el 

DACo emitió una Resolución en la que expuso las 

siguientes determinaciones de hechos: 

1. El 8 de junio de 2015, el querellante, Rafael 
Vázquez González, adquirió un vehículo de 

motor nuevo mediante un contrato de 

compraventa con la parte coquerellada PVH 

Motor Corp., haciendo negocios como Auto Grupo 

65. El mismo se describe como marca Jeep, 

modelo Grand Cherokee Diesel, año 2014, 

tablilla IMF-249 y número de serie 

1C4RJFCM5EC389097. El precio de venta era 

[sic] $43,500.00 (Exhibits 1 y 4 de la parte 

querellante). 
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2. El querellante emitió el pago correspondiente 
a la compraventa del automóvil mediante el 

cheque número 101 de la cuenta de la 

corporación Vázquez Law Office, LLC en el 

First Bank, fechado el 8 de junio de 2015, a 

favor de Auto Grupo.   

3. El querellante manifestó que el dinero 

utilizado para pagar el vehículo de motor lo 

obtuvo mediante un préstamo de su oficina de 

abogado. No presentó evidencia del préstamo, 

ni de su eventual pago. En la vista 

administrativa, el querellante declaró que no 

pagó el supuesto préstamo.  

4. El querellante manifestó que utilizó el 

vehículo de motor hasta el año 2017 sin que le 

causara problemas. En ese entonces, comenzó a 

presentar vibraciones mientras lo conducía a 

ciertas velocidades. Se comunicó con Telesforo 

Pagán González, gerente de flota de parte 

coquerellada PVH Motor, Corp., haciendo 

negocios como Auto Grupo 65 para indagar si 

aún le cubría la garantía del fabricante, ya 

que el automóvil sobrepasaba las 35,000 

millas.  

5. El 1 de diciembre de 2017, el querellante 

acudió al taller de la parte coquerellada PVH 

Motor, Corp., haciendo negocios como Auto 

Grupo 65, para que le proveyeran servicios de 

reparación a su automóvil bajo la cubierta de 

garantía del fabricante. En esa ocasión, le 

efectuaron una revisión general, sin que se 

diagnosticara desperfecto alguno y se solicitó 

el remplazo [sic] de la cubierta del tablero o 

panel de instrumentación (“dash board”), ya 

que el que tenía instalado el vehículo 

mostraba arrugas. La unidad había recorrido 

35,865 millas (Exhibit 1 de la parte 

coquerellada PVH Motor, Corp., haciendo 

negocios como Auto Grupo 65). (Énfasis 

nuestro).   

6. El querellante declaró que su automóvil 

continuaba vibrando al conducirlo a ciertas 

velocidades y que el 23 de diciembre de 2017 

se encendió la luz de advertencia “check 

engine” en el panel de instrumentación. 

7. El querellante investigó y encontró que el 

fabricante de su vehículo había emitido los 

Boletines de Servicio 09-006-15 (13 de 

noviembre de 2015) y 009-004-17 (17 de junio 

de 2017) (Exhibits 2 y 3 de la parte 

querellante).  

8. El 26 de diciembre de 2017, el querellante 

acudió al taller de la parte coquerellada PVH 

Motor, Corp., haciendo negocios como Auto 

Grupo 65. Para esa fecha, el automóvil había 

recorrido 36,373 millas. En esa ocasión, le 

repararon unos desperfectos relacionados al 

sistema del EGR (“Exhaust gas recirculation”) 

bajo la cubierta de la garantía. Esos trabajos 

se efectuaron basados en el Boletín de 

Servicio 09-004-17, emitido por el fabricante. 

El querellante no autorizó el remplazo [sic] 

de la cubierta del panel de instrumentación 

provista por el fabricante del vehículo, ya 

que tenía las costuras color blanco. (Exhibit 

4 de la parte coquerellada PVH Motor, Corp., 
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haciendo negocios como Auto Grupo 65). 

(Énfasis nuestro). 

9. Al finalizar la reparación del vehículo del 

querellante, la parte coquerellada PVH Motor, 

Corp., haciendo negocios como Auto Grupo 65 se 

percató de que se encendió la luz de 

advertencia “check engine” en el panel de 

instrumentación. Procedió a efectuar un 

diagnóstico y reparación, corrigiendo los 

desperfectos en el automóvil.  

10. Las reparaciones se demoran más de lo usual, 
debido a que las piezas fueron ordenadas a los 

Estados Unidos y en ese periodo la 

transportación de bienes al país resultó con 

percances y atrasos, ya que fue poco tiempo 

después del paso del huracán María por Puerto 

Rico. 

11. El querellante le solicitó a la parte 

coquerellada PVH Motor, Corp., haciendo 

negocios como Auto Grupo 65 que le proveyeran 

un medio de transporte alterno mientras se 

reparaba su automóvil, pero le fue denegada, 

debido a que ya había excedido las 36,000 

millas recorridas. (Énfasis nuestro). 

12. El vehículo se encuentra reparado en el 

concesionario de la parte coquerellada PVH 

Motor, Corp., haciendo negocios como Auto 

Grupo 65 desde marzo de 2018, lo que le fue 

notificado al querellante mediante carta 

enviada por el servicio postal. (Énfasis 

nuestro). 

13. El querellante se ha negado a recoger su 

vehículo de motor porque no está de acuerdo 

con el remplazo [sic] de la cubierta de panel 

de instrumentación, que posee las costuras 

color blanco y él las desea de color marrón, 

que eran las que tenía el automóvil cuando lo 

adquirió. (Énfasis nuestro). 

14. El querellante compró otro vehículo de motor, 
por el que pagó aproximadamente $29,000.00.  

15. El querellante solicitó la resolución del 

contrato de compraventa de su vehículo de 

motor, y el pago correspondiente al seguro del 

mismo, igual a $1,500.00 anuales.  

16. La parte coquerellada PVH Motor, Corp., 

haciendo negocios como Auto Grupo 65 indicó 

que la cubierta del panel de instrumentación 

provista por el fabricante se solicita a base 

del número de identificación vehicular (VIN) 

del automóvil.  

17. El representante de servicios de la parte 

coquerellada FCA US, LLC, Roberto Delgado 

Viera, manifestó lo siguiente: 

a. El vehículo del querellante posee la 

cubierta en piel con las costuras 

blancas en todas las áreas (asientos, 

puertas, etc.), excepto en el panel de 

instrumentación (Exhibits 1 y 2 de la 

parte coquerellada FCA US, LLC). 

(Énfasis nuestro).      

b. La cubierta del panel de instrumentación 
provisto para remplazo [sic] se 

seleccionó a base del número de 

identificación vehicular (VIN) del 
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automóvil del querellante. El fabricante 

posee un sistema llamado “Dealer 

Connect”, mediante el que se determina 

cada pieza de remplazo [sic], que es 

específica y única para cada modelo. En 

el caso presente, las costuras blancas 

son similares a las que tiene la 

cubierta de piel de todo el interior del 

vehículo (Exhibits 1 y 2 de la parte 

querellada FCA US, LLC).  

c. El modelo y color del vehículo del 

querellante no posee otro color de 

costura para el interior del mismo. 

Presentó la foto del manual del modelo, 

que muestra las costuras blancas con 

cubierta de piel color marrón (Exhibit 3 

de la parte coquerellada FCA US, LLC).  

d. Considera que las costuras color marrón 
en la cubierta del panel de 

instrumentación del automóvil del 

querellante se debió a un error al 

montarlo en la fábrica (“miss build”). 

Esos errores ocurren en la línea de 

ensamblaje en piezas cosméticas, como la 

cubierta del panel de instrumentación. 

(Énfasis nuestro). 

e. La garantía requiere que se remplace 

[sic] la pieza y no que se repare. De 

hacer lo segundo, se invalidaría la 

garantía.  

18. El 25 de abril de 2018 se efectuó la 

inspección del vehículo por el investigador de 

DACO. En el informe correspondiente, el 

investigador indicó:  

Resultados de Inspección:  

Al llegar, solicito hacer una prueba de 

carretera con las partes. Nos montamos al 

auto, en la cual el panel de 

instrumentación “EVIC” “Electronic Vehicle 

Information Cente” no mostró luces de 

advertencia por averías mecánicas. El 

querellante me mostró el “DASH”, que 

mostraba estar acurrucado de su materia 

prima que es en piel y el hilo de los 

bordados tiene una pigmentación del color 

de la piel “OAK”. La unidad se evaluó en 

carreteras urbana y rurales con curvas y 

pendientes, en la cual desplazó y no mostró 

ruidos anormales, corriendo bien. Ya cuando 

le solicito al querellante regresar al 

lugar del “Dealer”, estando detenido en la 

salida del Barrio Santo Domingo, 

intersección 65 de Infantería, donde hay un 

“MC DONALD’S”, se aprecia un mal 

funcionamiento de transmisión automática, 

en la cual se queda arrancando en el prime 

cambio y no desarrolla. Observo que esta 

unidad tiene tecnología “Paddle Shift” en 

el guíe y no sé si fue que 

involuntariamente el querellante, al 

arrancar le dio a una de las paletas del 

guíe, en la cual automáticamente la unidad 

se comporta tirando los cambios 

manualmente, anulando el sistema automático 

de la transmisión “Shift Tronic”. Le 

pregunté al consumidor querellante: ¿Usted 
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le dio a una de las paletas de cambios en 

el guíe? Y el consumidor que iba manejando 

el auto me constestó: ¡NO! Al llegar al 

Dealer evalué las paletas en el guíe y se 

mostraron bien. Solicité una evaluación CAN 

/ OBDII y no mostró algún historial de 

códigos, como se observa en los documentos 

01 y 02.  

En su opinión pericial manifestó:  

Realicé una búsqueda en la página “WEB” de 

la NHTSA, en la cual solo encontré dos 

comunicados relacionados con motores Diesel 

del año, modelo y marca. El T.S.B. que me 

mostró el querellante, me tenía apariencia 

de ser uno voluntario del fabricante, en la 

cual mientras esté en garantía de fábrica 

los hacen sin costo alguno. 

Requisitos de combustible: 

Se debe usar combustible diésel de buena 

calidad de un proveedor de confianza en tu 

vehículo. La ley federal requiere que usted 

debe alimentar este vehículo con 

combustible diésel Ultra Low Sulphur 

Highway (15 ppm de azufre máximo) y prohíbe 

el uso de Low Sulphur Highway Combustible 

diésel (500 ppm Sulphur maximum) para 

evitar daños al sistema de control de 

emisiones. Así explica el manual del 

usuario.  

 En la parte correspondiente al estimado 

indicó: 

Según “NAAPA WEB Estimator”: $1624-$2363  

  Parts: $200-$547 

  Labor: $1424-$1816  

(Énfasis nuestro).  

19. Las partes no impugnaron el informe de 

inspección, por lo que es prueba estipulada, 

conforme a la Regla 15.3 del Reglamento de 

Procedimientos Adjudicativos. (Énfasis 

nuestro).        

 

Sobre la base de estas determinaciones, el DACo 

determinó desestimar la querella incoada, pues según 

concluyó, Auto Grupo 65 había efectuado “las 

reparaciones que corrigieron los defectos. . . [s]in 

embargo, no se remplazó [sic] la cubierta del panel de 

instrumentación debido a que el querellante no la 

aceptó porque las costuras eran de color blanco y las 

que tiene su vehículo son de color marrón”. El 

representante de la coquerellada FCA USA, LLC, 

presentó fotografías que mostraban que, en efecto, las 
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costuras del panel de instrumentación para el modelo 

del vehículo del querellante eran de color blanco.  

El DACo entendió que las reparaciones se hicieron 

en un tiempo razonable y que “[l]a tardanza en recibir 

el automóvil se debió a la determinación del propio 

querellante, a pesar de que ya podía utilizarlo para 

transportarse desde el mes de marzo de 2018”.  

En cuanto al reclamo del querellante de que no se 

le proveyó un vehículo de motor alterno mientras 

reparaban el suyo, el DACo apuntaló que “el automóvil 

del querellante había recorrido 36,373 millas cuando 

lo llevó al taller, por lo que no le correspondía el 

transporte alterno”. Por último, determinó que el 

panel de instrumentación del automóvil “no es una 

pieza que afecte el funcionamiento o la seguridad del 

mismo y el que no se haya remplazado [sic] responde 

únicamente a una determinación del propio 

querellante”. Por tanto, ordenó el cierre y archivo de 

la querella.  

Inconforme con esta esta determinación, el 13 de 

enero de 2020, la parte recurrente presentó una 

solicitud de reconsideración, la cual el DACo no 

atendió. Posteriormente, el 27 de febrero de 2020, 

presentó un recurso de revisión judicial ante esta 

segunda instancia judicial. En el mismo, señaló que el 

DACo cometió los siguientes errores: 

A. Erró el DACo en la apreciación de la totalidad 
de la evidencia que le fuera presentada. 

B. Erró el DACo al permitir prueba pericial y 

documental impermisible.  

C. Erró el DACo al excluir prueba de refutación 
generada por la recurrida FCA USA LLC[.] 

D. Erró el DACo al no reconocer, en última 

instancia, el derecho a una extensión a la 

garantía.    
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Más adelante, la parte recurrente renunció a su 

tercer señalamiento de error mediante un Alegato 

Suplementario. Luego de varios incidentes procesales, 

la parte recurrente finalmente presentó la 

transcripción de la prueba oral y se perfecciono el 

recurso recientemente.   

Hemos examinado cuidadosamente el contenido del 

expediente para este recurso y deliberado los méritos 

de esta Revisión Judicial entre los jueces del panel, 

por lo que estamos en posición de adjudicarlo de 

conformidad con el Derecho aplicable. 

III. Derecho Aplicable 

A. Deferencia a las decisiones administrativas 

 

Las determinaciones de hechos de organismos y de 

agencias administrativas públicas tienen a su favor 

una presunción de regularidad y corrección. Empresas 

Loyola v. Com. Ciudadanos, 186 DPR 1033, 1041 (2012); 

Véanse, además, Acarón et al. v. D.R.N.A., 186 DPR 564 

(2012); Calderón Otero v. C.F.S.E., 181 DPR 386, 395 

(2011); Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 

179 DPR 923, 940 (2010). En virtud de ello, la Sección 

4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 9675, dispone que las 

determinaciones de hechos de las agencias serán 

sostenidas por los tribunales si se basan en prueba 

sustancial que obre en el expediente administrativo, 

siendo prueba sustancial aquella que una mente 

razonable podría aceptar como adecuada para sostener 

una conclusión. Lo anterior, pretende evitar la 

sustitución del criterio del organismo administrativo 

en materia especializada por el criterio del tribunal 

revisor. González Segarra v. CFSE, 188 DPR 252, 276 
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(2013); Hernández, Á́lvarez v. Centro Unido, 168 DPR 

592, 614 (2006). 

Esta norma impone a los tribunales apelativos la 

obligación de examinar la totalidad de la prueba 

sometida ante la agencia, según consta en el 

expediente administrativo. Torres Rivera v. Policía de 

Puerto Rico, 196 DPR 606, 626 (2016); Torres Santiago 

v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 1003 (2011); JP, 

Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 

186–187 (2009); López Echevarría v. Administración, 

168 DPR 749, 752 (2006); Assoc. Ins. Agencias, Inc. v. 

Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 437 (1997). Para que un 

tribunal revisor pueda decidir que la determinación de 

una agencia no está fundamentada en evidencia 

sustancial, se tiene que demostrar que hay otra prueba 

en el expediente administrativo que claramente reduce 

o menoscaba el peso de la prueba que sostiene la 

determinación administrativa. The Sembler Co. v. Mun. 

de Carolina, 185 DPR 800, 822 (2012); IFCO Recycling 

v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744–745 (2012). 

Esta prueba tiene que llevar al tribunal a concluir 

que la agencia fue arbitraria y que la determinación 

no responde a una evaluación razonable de toda la 

prueba que tuvo ante su consideración. Otero v. 

Toyota, 163 DPR 716, 728 (2005). Si efectivamente el 

expediente administrativo carece de esa evidencia 

sustancial, los tribunales apelativos estaríamos 

obligados a revocar o a modificar la determinación 

recurrida. Íd. 

En resumen, la revisión judicial de las 

determinaciones administrativas se limita a determinar 

si su actuación fue razonable y solo cederá cuando 
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esté presente alguna de las siguientes situaciones: 

(1) cuando la decisión no está basada en evidencia 

sustancial; (2) cuando el organismo administrativo ha 

errado en la aplicación de la ley; y (3) cuando ha 

mediado una actuación irrazonable o ilegal. Marina 

Costa Azul v. Comisión de Seguridad, 170 DPR 847, 852 

(2007). 

B. La Ley Orgánica del DACo 

 

En armonía con estos postulados, la Ley Núm. 5 de 

23 de abril de 1973, según enmendada, conocida como la 

Ley Orgánica del Departamento de Asuntos del 

Consumidor, 3 LPRA sec. 341 et seq., otorgó a esta 

agencia amplios poderes para “atender, investigar y 

resolver las querellas presentadas por los 

consumidores de bienes y servicios adquiridos o 

recibidos del sector privado de la economía”. 

Rodríguez v. Guacoso Auto, 166 DPR 433, 438 (2005).  

Consecuentemente, el DACo divulgó el Reglamento 

de Procedimientos Adjudicativos, Reglamento Núm. 8034, 

13 de junio de 2011, en adelante Reglamento 8034. El 

Reglamento 8034 tiene como propósito proveer un 

procedimiento uniforme para la solución de las 

querellas presentadas ante la agencia, despojado del 

“rigorismo procesal que generalmente ha caracterizado 

a los tribunales tradicionales”. Pérez Ríos v. Hull 

Dobbs, 107 DPR 834, 840 (1978). 

De igual forma, el 6 de junio de 2006, el DACo 

divulgó el Reglamento de Garantías de Vehículos de 

Motor, Reglamento Núm. 7159, en adelante Reglamento 

7159. Su propósito es “prevenir las prácticas ilícitas 

en las ventas de vehículos de motor y proteger a los 

consumidores —tanto de vehículos de motor nuevos como 
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usados— al exigir que estos sean seguros y sirvan para 

los propósitos por los cuales fueron adquiridos”. 

Ortiz Rolón v. Armando Soler Auto Sales, Inc., 202 DPR 

689, 697 (2019); véase, Polanco v. Cacique Motors, 165 

DPR 156, 163-164 (2005).    

IV. Aplicación del Derecho a los Hechos  

La parte recurrente cuestiona la determinación final 

emitida por el DACo que desestimó una querella 

presentada por este por desperfectos mecánicos en su 

automóvil e incumplimiento de contrato por parte de la 

parte recurrida.  Plantea como señalamiento de error 

que el DACo erró en la apreciación de la prueba 

presentada y al no reconocer el derecho que se le 

ofreciera un automóvil sustituto, como parte de una 

supuesta extensión de la garantía. 

Examinado el recurso promovido, concluimos que la 

resolución del foro administrativo recurrido está 

fundamentada en la evidencia sustancial que surge de 

la totalidad del expediente administrativo y en la 

credibilidad que el DACo otorgó a los testimonios 

presentados en la vista adjudicativa. Sección 4.5 de 

la LPAU, 3 LPRA sec. 9675.  

 Según surge de la querella de la parte 

recurrente, esta visitó en, al menos, tres ocasiones 

las facilidades de Auto Grupo 65. Los empleados del 

lugar gestionaron el envío de un nuevo panel de 

instrumentación y realizaron las pruebas para 

corroborar los alegados desperfectos mecánicos, los 

cuales no pudieron ser identificados. Al momento de la 

visita del 26 de diciembre de 2017, el vehículo de 

motor había sobrepasado las 36,000 millas.  Aún así, 

Auto Grupo 65 realizó las reparaciones necesarias e 
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informó a la parte recurrente que su vehículo estaba 

disponible para ser recogido.      

De la prueba documental presentada por la parte 

recurrida en la vista administrativa se evidencia los 

trabajos de reparación efectuados al vehículo. De 

igual forma, la parte recurrida presentó prueba de una 

carta enviada a la parte recurrente por el Gerente de 

Servicios de Auto Grupo 65, Rolando Baharona, 

indicándole que su vehículo estaba reparado y que el 

panel de instrumentación no había sido cambiado, según 

la petición de la parte recurrente.  

Conforme se desprende de los hechos, lo único que 

impedía que se finiquitaran los trabajos en el 

vehículo de motor del recurrente, era su propia 

oposición a que se le instalara el panel de 

instrumentaciones con las costuras blancas. Sobre esto 

último, el señor Delgado Viera, representante de 

servicio de FCA USA, LLC, presentó ante el DACo prueba 

que demostraba que las costuras del panel de 

instrumentaciones del modelo de vehículo de motor 

eran, en efecto, blancas y manifestó que las costuras 

de color marrón en el vehículo de la parte recurrente 

se debían a un error en el montaje en la fábrica.       

Del informe del inspector del DACo, al cual el 

foro administrativo le dio entera credibilidad, no se 

concluye que el vehículo sufriera el desperfecto 

alegado por la parte recurrente. Además, el inspector 

informó que el fabricante había publicado ciertos 

comunicados sobre desperfectos mecánicos en el modelo 

del vehículo; sin embargo, manifestó que el comunicado 

era uno voluntario y que las reparaciones se podían 

realizar libre de costo si el vehículo se encontraba 
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en garantía. Este informe fue estipulado por las 

partes.  

Por otro lado, con relación al señalamiento de 

error de la parte recurrente sobre la admisión de la 

prueba pericial y documental, el señor Delgado Viera, 

testigo de la parte recurrida, no fue calificado como 

perito en la vista administrativa, por lo que su 

testimonio fue como testigo de hechos. La Regla 4 (aa) 

del referido Reglamento 8034, supra,  define al perito 

como la “[p]ersona autorizada por el Departamento para 

realizar la investigación de los hechos y alegaciones 

presentadas en las quejas o querellas”. Regla 4 (aa) 

del Reglamento 8034. El señor Delgado Viera no fue 

autorizado por el DACo para investigar hechos o 

alegaciones, por lo que no fue calificado como testigo 

pericial. 

De este modo, el testimonio del señor Delgado 

Viera no estaba limitado por el lenguaje de la Regla 

20.6 del Reglamento 8034, supra, la cual dispone que 

toda parte “que interese presentar un perito en la 

vista administrativa deberá notificar a la otra parte 

y al Departamento con no menos de treinta (30) días 

con antelación a la vista administrativa y además 

someter copia del informe pericial”. Como expusimos 

anteriormente, el testigo de la parte recurrida no fue 

en calidad pericial, sino como testigo de hechos, por 

lo que no se le debía notificar previamente a la 

parte, como indica el reglamento. La parte recurrida 

tampoco sometió un informe pericial, por lo que la 

referida regla no le ordenaba notificar a la parte 

recurrente con antelación. No identificamos que el 
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DACo erró al permitir que el señor Delgado Viera 

testificara en la vista administrativa.        

Por otro lado, la prueba documental presentada 

por la parte recurrida, cuestionada por el recurrente, 

es permisible, según el reglamento citado. La Regla 

7.1(f) dispone que “[c]ada parte incluirá con su 

querella o contestación copia de todo documento que 

sirva de apoyo a su alegación, así como todo documento 

que considere ofrecer en evidencia, sin perjuicio de 

producir documentos adicionales más adelante durante 

el procedimiento”. Regla 7.1 (f) del Reglamento 8034 

(Énfasis nuestro). La parte recurrente arguye que la 

parte recurrida incumplió con la disposición de la 

Regla 7.1(f) que indica que “una parte no podrá 

ofrecer en evidencia documentos que fueron solicitados 

por una parte y no fueron entregados. . .” Id. Sin 

embargo, la prueba presentada por la parte recurrida 

consistía en fotografías tomadas por el señor Delgado 

Viera, que habían sido previamente solicitadas por la 

parte recurrente. 

Luego de examinar el Reglamento 8034, supra, y la 

prueba documental, no identificamos la comisión de 

error por parte del DACo. La parte recurrente no había 

solicitado los documentos que la parte recurrida 

presentó junto al testimonio del señor Delgado Viera, 

por lo que no estaba en contravención a las 

disposiciones de la Regla 7.1 (f). Añadimos que la 

parte recurrente expuso en el texto de su recurso la 

solicitud de documentos que hizo a la parte recurrida 

durante los trámites de la querella.1 Sin embargo, no 

encontramos mención alguna de documentos que se 

 
1 Véase, Solicitud de Revisión, pág. 15.  
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asemejen a los que fueron presentados por la parte 

recurrida. La Regla 7.1 (f) permite, según citamos 

anteriormente, que una parte pueda producir documentos 

adicionales más adelante durante los procedimientos. 

En efecto, esto fue lo que ocurrió en la vista 

administrativa de este caso. Regla 7.1 (f) del 

Reglamento 8034.        

Finalmente, las Reglas 19.1 y 28.1 del Reglamento 

7159 disponen que el manufacturero, distribuidor, 

concesionario o vendedor debe proveer transportación 

al dueño del vehículo si la reparación excede los 

cinco (5) días calendarios. Reglas 19.1 y 28.1 del 

Reglamento 7159. Más adelante, la Regla 19.1 indica 

que la obligación será exigible solo cuando el 

vehículo se encuentre dentro de la garantía básica de 

tres (3) años o 36,000 millas. Regla 19.1 del 

Reglamento 7159.  

Conforme a la prueba documental, al momento de 

realizarse las reparaciones, el vehículo de la parte 

recurrente excedía las 36,000 millas, por lo que no 

podía exigir un vehículo sustituto. La extensión de la 

garantía que menciona la parte recurrente, por 

disposición de la Regla 21.3, solo aplica a vehículos 

cubiertos por la garantía básica de tres (3) años o 

36,000 millas. Regla 21.3 del Reglamento 7159. Por 

tanto, a la parte recurrente no le cobijaba el derecho 

a solicitar tal servicio.   

Como ya hemos mencionado, las agencias 

administrativas gozan de una presunción de corrección 

en sus determinaciones. Empresas Loyola v. Com. 

Ciudadanos, supra. De un examen del expediente, y la 

resolución del DACo, estimamos que la resolución 
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recurrida no fue ilegal, arbitraria, ni caprichosa. 

Las alegaciones del recurrente y la prueba presentada 

carecen de fuerza para derrotar la presunción de 

validez de la determinación administrativa. La norma 

de deferencia judicial a las determinaciones de las 

agencias administrativas nos impide sustituir el 

criterio del DACo. González Segarra v. CFSE, supra. La 

agencia administrativa estuvo en mejor posición que 

esta segunda instancia judicial para evaluar la 

solicitud del recurrido y resolver según los recursos 

disponibles para tales efectos. 

En fin, la parte recurrente no presentó prueba 

que impugnara las determinaciones de hechos realizadas 

por el foro primario a la luz de totalidad del récord 

administrativo, como tampoco nos convenció que las 

conclusiones de Derecho estuvieran erradas. Pagán 

Santiago, et al. v. ASR, 185 DPR 341, 358 (2012); 

Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006); T-JAC, 

Inc. v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 80 (1999); 

Agosto Serrano v. F.S.E., 132 DPR 866, 879 (1993). 

V. Disposición del caso 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos 

la Resolución recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


